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A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO:

La Comisión de Asuntos Internos de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, previo estudio y consideración de la R. Conc. de la C. 114, de la autoría de los representantes Méndez Núñez y Ramos Rivera, tiene a bien someter su informe recomendando la aprobación de la medida, sin enmiendas, y cuyo título lee:
“Para expresar el más absoluto y enérgico rechazo de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico al Plan de Ajuste de la Junta de Supervisión Fiscal de recomendar al Tribunal Federal un recorte de ocho y medio por ciento (8.5%) a la cantidad que reciben nuestros pensionados servidores públicos del Gobierno de Puerto Rico; expresar que la Asamblea Legislativa no aprobará legislación que viabilice el referido plan de ajuste; para autorizar a los Presidentes de la Cámara de Representantes y del Senado de Puerto Rico a realizar todos los actos que entiendan necesarios para hacer valer el rechazo antes declarado; y para otros fines relacionados.”
ALCANCE Y ANÁLISIS DE LA MEDIDA

La Resolución Concurrente de la Cámara 114, tiene el propósito de expresar el más absoluto y enérgico rechazo de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico al Plan de Ajuste de la Junta de Supervisión Fiscal de recomendar al Tribunal Federal un recorte de ocho y medio por ciento (8.5%) a la cantidad que reciben nuestros pensionados servidores públicos del Gobierno de Puerto Rico; expresar que la Asamblea Legislativa no aprobará legislación que viabilice el referido plan de ajuste; para autorizar a los Presidentes de la Cámara de Representantes y del Senado de Puerto Rico a realizar todos los actos que entiendan necesarios para hacer valer el rechazo antes declarado; y para otros fines relacionados.
De entrada, debemos sostener que la presente Administración asumió el control del Gobierno de Puerto Rico desde el 2 de enero de 2017.  Desde ese entonces, el gobierno no ha descansado en implementar iniciativas para atender la falta de acceso a los mercados de capital, problemas de crédito, falta de liquidez, la reestructuración de la deuda, entre otros. 
A su vez, Puerto Rico atraviesa por la situación histórica de tener que trabajar con una Junta de Supervisión Fiscal (“JSF”) creada al amparo de la “Puerto Rico Oversight, Management and Economic Stability Act” o PROMESA. En ese sentido, son muchas las acciones implementadas para echar a Puerto Rico hacia adelante y colocarlo en la ruta a la estabilidad. Ello, incluye la aprobación de legislación para garantizar el bienestar general y propiciar desarrollo económico dentro de un marco de responsabilidad fiscal y cumplimiento con los requerimientos de la JSF. 
No obstante, la realidad es que la Junta de Supervisión Fiscal ha trazado drásticos recortes que afectan el funcionamiento del Gobierno, la prestación de servicios esenciales y el bolsillo de los sectores más vulnerables. Como resultado, ante los dramáticos recortes proyectados se vislumbra una contracción económica devastadora. 
En el curso de los planes trazados por la Junta de Supervisión Fiscal, son muchos los sectores que se han visto amenazados; ya sea en el sector de empleo, salud, educación, seguridad, y hasta nuestros pensionados. Precisamente, son estos últimos uno de los sectores más vulnerables de nuestra sociedad, toda vez que ven en su retiro su única fuente de sustento. Aun cuando la Asamblea Legislativa ha adoptado una serie de medidas que han cambiado el rumbo de Puerto Rico a uno de responsabilidad fiscal en el manejo de los recursos públicos, el organismo federal insiste en su interés de que se les recorten las pensiones a nuestros pensionados de gobierno.
Según se desprende de la exposición de motivos de la medida objeto de análisis, para agosto de 2017, la JSF tenía la intención de recortar en un 25% todas las pensiones; sin tomar en cuenta si la persona recibía ingresos del seguro social, ni el impacto en la calidad de vida de los pensionados.  No obstante, luego del amplio rechazo a dicha iniciativa, el nuevo recorte propuesto es de 8.5%.
Por otra parte, se indica que, a pesar del nuevo recorte propuesto, la medida continua sin tomar en consideración que se afectarán miles de personas de edad avanzada que viven actualmente bajo condiciones de extrema pobreza. A su vez, se reitera que es política pública de esta Asamblea Legislativa el proteger y velar por los derechos de nuestros pensionados. En particular, dicha política pública esta garantizada bajo lo dispuesto por la Ley 106-2017, conocida como “Ley para Garantizar el Pago a Nuestros Pensionados y Establecer un Nuevo Plan de Aportaciones Definidas para los Servidores Públicos”.  Se indica, además, que actualmente más de 70,000 retirados reciben $1,000 o menos de pensión, mientras que más de 120,000 retirados reciben $2,000 mensuales o menos; por lo cual se entiende que no es de humanos reducir dichas cantidades.

Resulta evidente que las medidas a implementarse en la isla deben ser unas que responsan a nuestra realidad fiscal, pero que también sean sensibles y razonables con nuestros ciudadanos más vulnerables. De lo contrario, el resultado creado sería peor que la situación que pretenden atender. En particular, crearían una mayor contracción económica en la Isla y esto sería un golpe mortal no solo para nuestra recuperación económica, sino para garantizar que el gobierno pueda contar con los ingresos necesarios para cumplir con el pago de sus obligaciones.
En vista de lo antes expuesto, estimamos necesario expresar el más absoluto y enérgico rechazo de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico al Plan de Ajuste de la Junta de Supervisión Fiscal de recomendar al Tribunal Federal un recorte de ocho y medio por ciento (8.5%) a la cantidad que reciben nuestros pensionados servidores públicos del Gobierno de Puerto Rico; expresar que la Asamblea Legislativa no aprobará legislación que viabilice el referido plan de ajuste; para autorizar a los Presidentes de la Cámara de Representantes y del Senado de Puerto Rico a realizar todos los actos que entiendan necesarios para hacer valer el rechazo antes declarado.
Por nuestra parte, como comisión cameral, entendemos que la Resolución Concurrente objeto de análisis cuenta con todo lo requerido constitucional, estatutaria y jurisprudencialmente, para dar paso a su aprobación.
CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Asuntos Internos de la Cámara de Representantes de Puerto Rico tiene el honor de recomendar la aprobación de la Resolución Concurrente de la Cámara 114, sin enmiendas.
Respetuosamente sometido,

Pedro J. Santiago Guzmán 
Presidente
Comisión de Asuntos Internos
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